Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar la Carpeta N* 615/2006, relativa al Código de la Niñez y 
la Adolescencia, de la que, si no me equivoco, ya han sido aprobados algunos artículos. 


SEÑORA PERCOVICH.- En la sesión en la que comenzamos el tratamiento de este proyecto de ley, 
creo que el señor Senador Michelini sugirió realizar un ordenamiento por temas, porque en este 
capítulo, el Código de la Niñez y la Adolescencia quedó muy desordenado. Consideramos que sería 
bueno analizar desde un principio las discrepancias que pudiéramos tener sobre estos aspectos, como 
una forma de ver qué cosas podemos consensuar y cuáles no. 


Me tomé el atrevimiento -no sé si la Secretaría repartió el material- de realizar un punteo 
conceptual y normativo de los bloques de artículos según su temática, y realicé su ordenamiento de 
acuerdo a dicho criterio. Me parece que sería mejor analizar conceptualmente a qué responde cada 
una de las disposiciones -incluso también sus incisos- para ir definiendo posiciones en ese sentido. 


A mi juicio, el artículo 132 es central. Quiero hacer notar que el señor Presidente planteó para 
esta disposición algunas modificaciones. Pensamos que corresponde tratar, en primer lugar, las 
medidas que eviten la separación del niño y del adolescente de su familia por motivos que sean 
superables, buscando adecuar al derecho que se establece en el Código de la Niñez y la Adolescencia 
el derecho que tiene el niño a estar con su familia de origen. 


Quiero señalar que tenemos una propuesta para plantear sobre algunos artículos del proyecto 
de ley original, así como también tiene otra el señor Presidente. 


Reitero que para nosotros el artículo 132 es central porque, justamente, en la propuesta que 
habíamos hecho, el Juez le indica al INAU el diagnóstico y la adopción de medidas de protección y 
fortalecimiento de la familia, siempre con el espíritu de pensar primero en la no separación del niño de 
la familia que el Estado tiene la obligación de proteger; esto como un principio general. Esta es la 
modificación que habíamos realizado. 


Asimismo, en el primer inciso del artículo 134 habíamos propuesto una modificación en el 
sentido de reafirmar la designación de un defensor para el niño y oír a los integrantes de la familia 
ampliada -que puede no ser el padre y la madre, pero sí la abuela, tíos, etcétera, si es que existen- a 
los efectos de buscar alternativas para que el niño no se aleje de su familia. Hoy, realmente, esto no se 
contempla. 


En el artículo 135, aparece otro tema importante, que tiene que ver con el hecho de que si 
bien esto es responsabilidad del INAU, también está involucrado el sistema sanitario. Me estoy 
refiriendo al consentimiento informado y al plazo de 30 días para el posparto que está establecido en el 
Código de la Niñez y la Adolescencia. El niño, en esos 30 días, no tiene por qué ser institucionalizado, 
que es un poco lo que sucede hoy y pensamos que hay que evitarlo. Esto será posible, siempre y 
cuando el INAU tenga en su lista y en su concepción que si hay familias de acogida, el niño se pueda 
trasladar a ellas, pero deberán saber que dentro de esos 30 días la madre tiene derecho a recuperarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo con los bloques de artículos que sugiere la señora Senadora 
Percovich, comenzamos con el análisis del artículo 132. En esta disposición hay una redacción 
sugerida en el proyecto presentado y un cambio propuesto por nosotros. Si no me equivoco, la 
diferencia es que, mientras en el primero se puede poner en conocimiento del INAU o del Juez, 
nosotros ponemos del Juez. 


SEÑOR MICHELINI.- Con el acápite no habría problema y estaríamos todos de acuerdo. Tendríamos 
que considerar el segundo inciso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Tenemos problemas con establecer la obligatoriedad de poner de inmediato 
la situación en conocimiento de ambas instituciones, es decir, del Poder Judicial y del INAU? 


SEÑORA PERCOVICH.- En ese sentido, no habría inconveniente. 
SEÑOR PESIDENTE.- ¿Se puede, entonces, solucionar de esta manera? 


SEÑORA PERCOVICH.- Estamos de acuerdo en ambos casos; es más, me parece que es bueno 
establecer el mutuo control, ya que no queremos ni que el INAU decida entregar un niño sin consultar 
al Juez, ni que éste lo haga sin avisarle al INAU. 


SEÑOR BRECCIA.- ¿La propuesta del Presidente es la que figura en cursiva? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente; además, al pie dice: “Propuesta: Gallinal”. 
En definitiva, el artículo 132 quedaría redactado de la siguiente manera: 
“(Desvinculación familiar) 


El progenitor u otra persona, familiar o no, que estando a cargo de un niño/a decida no 
continuar con su cuidado, deberá comunicarlo previamente al Juez, al Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay o al servicio hospitalario donde se encuentre el niño/a. 


Quienes reciban un niño/a de personas que no hayan dado cumplimiento a la comunicación 
prevista en el inciso precedente y quienes tuvieran noticias de ello en el ejercicio de su cargo, empleo, 
profesión, o en razón de la Institución en la que participan, deberán ponerlo de inmediato en 
conocimiento del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay y del Juez de Familia con competencia 
de Urgencia”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR BRECCIA.- Quisiera saber si es correcto el primer inciso, cuando luego de decir “que estando 
a cargo de un niño o una niña, decida no continuar con su cuidado, deberá comunicarlo previamente al 
Juez, al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay”, agrega: “o al servicio hospitalario donde se 
encuentre el niño o la niña”. ¿Es correcta la comunicación tal como aquí se la expresa, o siempre debe 
hacerse una comunicación al Juez y al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, como 
efectivamente surge del texto legal? Por lo que dice el texto, parecería que se comunica al Juez y al 
Instituto preceptivamente, o de lo contrario, sin comunicarlo al Juez o al Instituto, se hará al servicio 
hospitalario donde se encuentre el niño o la niña, pero creo que esa no es la voluntad. 


SEÑORA PERCOVICH.- Aquí de lo que se trata es de subsanar el hecho de que el servicio 
hospitalario tiene la obligación de realizar la comunicación al Juez y al INAU. Obviamente, este es uno 
de los temas en el que hay que poner la mira, porque durante mucho tiempo eso no sucedió y había 
tráfico de niños; lamentablemente, todavía lo hay y continuará hasta que no haya un cambio en la 
normativa. 


Lo importante es que los niños no sean “administrados” por distintas personas que están en 
conocimiento de que se quieren entregar y que se decida con discrecionalidad. Por supuesto que acá 
el que decide es el Juez; el INAU es quien prevé una cantidad de medidas con relación a la familia de 
origen, y el servicio hospitalario tiene la obligación de comunicarse con el Juez y con el INAU. 


SEÑOR BRECCIA.- Pienso que podría decir: “y al servicio hospitalario donde se encuentra el niño o la 
niña”. Es decir que hay que comunicar a las tres partes, porque tienen distinta finalidad, como lo dijo la 
señora Senadora Percovich; no sea cosa que mañana venga alguien y diga que se comunicó con el 
servicio hospitalario y así cumplió con su obligación legal, pero resulta que ni el Juez ni el INAU están 
enterados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero la situación del inciso primero es distinta a la del segundo. 


En la situación del inciso primero, lo más probable es que no se le dé cuenta a nadie; puede 
suceder que se trate de una persona que lo que quiere es tomar distancia por equis razones. 


SEÑOR MICHELINI.- Cuando al servicio hospitalario le llega la noticia, tiene que informar al Juez y al 
INAU, que son los que tienen que tomar todos los recaudos del caso. Ahí está claro. Pero si la noticia 
le llega al INAU, este debería comunicarse con el Juez, o viceversa. Ahora, la comunicación con el 
servicio hospitalario debería hacerse cuando se necesite una atención. ¿Qué hace con esa información 
el servicio hospitalario? Nada; no tiene que tomar ningún recaudo. Cuando le llega la información tiene 
que pasarla al Juez o al INAU; si sucede lo contrario, es decir, si le llega al Juez o al INAU, se lo 
comunican al servicio hospitalario en caso de que el niño o la niña tenga algún problema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En parte el señor Senador Michelini tiene razón, porque no necesariamente 
un niño va a estar en un servicio hospitalario. Se puede solucionar diciendo: “comunicarlo al INAU y, en 
su caso, al servicio hospitalario donde se encuentre el niño o niña” y dejamos abierta la hipótesis. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cómo quedó la frase? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quedó de la siguiente manera: “al INAU y, en su caso, al servicio hospitalario 
donde se encuentre el niño o niña”. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Cuál es el inciso? 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es el primero. 
En todos los casos donde dice “niño/a”, deberá decir “niño o niña”. 


Hay otro inciso donde está la alternativa que manejamos y dice así: “Si tuviere noticia del 
hecho el servicio hospitalario, lo comunicará al Juez y al Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay. 
Si la noticia fuera recibida por el Juez, este lo comunicará de inmediato al Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay a los efectos previstos en el inciso siguiente”. 


Al respecto, ¿qué es lo que propone el proyecto original? 


SEÑORA PERCOVICH.- En este caso se prevé expresamente que la intervención del Juez no inhibe la 
actuación del INAU en cuanto a sus competencias. El inciso expresa que el INAU debe hacer la 
comunicación al Juez, pero tomando las medidas que correspondan. 


Uno de los problemas es que, en general, la familia, la mujer, o a veces la adolescente, no 
tienen posibilidades de guardar a ese niño porque está absolutamente sola; en ese caso, el INAU tiene 
la responsabilidad. Acá es donde queremos afirmar el principio de que el Estado tiene 
responsabilidades al respecto, y que tiene que dar apoyo a la familia y a la adolescente en lo posible, 
para que no se desprenda de ese niño. En el texto del artículo, se dice: “En caso afirmativo, ordenará 
las medidas de apoyo familiar que se requieran para asegurar la permanencia de este vínculo filial”. Ahí 
estamos preservando el derecho del niño a su familia de origen. El Estado no se lava las manos, 
porque estamos imponiendo que busque las medidas. Si no hay alternativas, si no lo quiere la familia 
de origen o no hay una familia que sea referente de ese niño, el Estado no actuará precipitadamente 
haciendo lo más fácil y diciendo: “Tengo una lista grande; el niño se desprende”. En el último inciso se 
dice: “De resultar imposible mantener al niño o niña en su familia, se hará lugar a la separación del niño 
o niña de la familia de origen y se dispondrán otras formas de inserción familiar, procurando evitar la 
institucionalización y prefiriéndose aquellos hogares que permitan al niño o niña salvaguardar sus 
vínculos afectivos. A tales efectos podrá disponerse, entre otros, la tenencia por integrantes de la 
familia ampliada, de terceros (artículo 36), la inserción en hogares de acogida, la integración a un 
hogar institucional que ofrezca garantías para su adecuado desarrollo, o la adopción”. En este caso se 
está reafirmando que hay que hacer el esfuerzo de que ese niño quede en esa familia ampliada. Ahí se 
empieza a señalar que el niño no tiene que quedar institucionalizado en el INAU ni en el hospital. Si 
hay gente que quiere adoptar, el INAU -que ciertamente cuenta con una larga lista- tiene la obligación - 


como se reafirma en el articulado- de estar pensando en tener un grupo de familias dispuestas a 
quedarse con ese niño, incluso en esos primeros treinta días, en donde se establece que puede haber 
un arrepentimiento de la madre. Aclaro que estamos pensando en bebes, pero esto también se aplica 
en niños mayores. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa propone incluir, dentro del conjunto de incisos que estamos 
considerando, uno más referido a la posibilidad de que exista ya una familia ejerciendo la tenencia del 
menor. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿De qué página estaríamos hablando, señor Presidente? 
SEÑOR PRESIDENTE.- De la página 2, señor Senador, y luego del inciso que está subrayado. 


A nuestro entender, el texto que proponemos agregar podría figurar a continuación, es decir, al 
final, pues prevé la hipótesis concreta de un niño que ya tiene una familia que ejerce su tenencia. 
Concretamente, diría: “Cuando se entendiera por la sede que corresponde la inserción del niño o niña 
o adolescente en una familia con fines de adopción, si existiere una familia que ya ejerce su tenencia y 
se propone su adopción de hecho y no existe una situación de riesgo, el Juez requerirá al Instituto del 
Niño y Adolescente del Uruguay informe sobre las condiciones de esa familia para adoptar. El INAU 
deberá realizar ese informe en un plazo de 45 días. El Juez podrá requerir también el mismo informe al 
equipo técnico del Poder Judicial con señalamiento del mismo plazo y resolverá sobre esa inserción, 
previa vista del Ministerio Público”. Pienso que, de aprobarse este inciso, podría ser el último del 
artículo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por mi parte, señalo lo siguiente. 


Lo que queremos evitar con esto es la práctica actual en la que, de hecho, los Jueces y otros 
actores, con mucha discrecionalidad -e incluso con la ignorancia total de los Jueces- hacen el aviso a 
las familias de que hay un niño a disposición para entregar, por lo que finalmente el niño va a una de 
esas familias. Esa es una situación de hecho que, luego de transcurrido un tiempo, se trata de legitimar 
frente al Juez. Sin embargo, si dejamos esa puerta abierta, continuamos legitimando por ley la no 
defensa del derecho de ese niño a que el Estado, ya sea por parte del Poder Judicial como por parte 
del INAU, haga la selección correspondiente de la familia que más le conviene. De esta manera, 
seguimos privilegiando la ansiedad que tenemos los adultos por tener niños y nos salteamos el control 
y la responsabilidad que deben tener el Estado -por parte del Juez, con el asesoramiento de sus 
peritos, etcétera- y el INAU, en lo que respecta a realizar una buena selección de familia, lo que puede 
hacerse directamente o por convenio con organizaciones de la sociedad civil que lo hagan. 


SEÑOR MICHELINI.- A priori, uno podría pensar que si un niño o niña tiene una tenencia -sea de 
hecho o luego legalizada- que data ya de varios días, el sacarlo de ese entorno familiar -que nadie 
eligió- podría significar agregar, al daño ya existente, otro adicional. Entonces, entiendo que aquí se 
trata de buscar normas para protegerlo. El problema es que ahí se abre una ventana, que es la 
siguiente. Pongamos el ejemplo de una familia a la que le dejaron un niño en la puerta de la casa, toma 
la tenencia de hecho y se encariña con él sin que nadie haya evaluado la situación, luego busca la 
tenencia legal y, posteriormente, la adopción legal. Como muchas veces las instalaciones del INAU no 
son las mejores, en ocasiones algunos jueces -con buena voluntad- sabiendo que hay una familia que 
ha acogido a ese niño, toman conocimiento de ese caso y le dan la tenencia legal a dicha familia 
porque creen -quizás no erróneamente- que ese niño, con la atención personalizada de esa familia - 
que nadie evaluó si era la mejor- esos primeros días estará mejor que en el INAU. Puede ocurrir que 
tengan razón, pero el problema es que por esa ventana empieza a suceder que la adopción se termina 
haciendo de hecho, sin que nadie la evalúe, sin que el juez tenga el asesoramiento ni se activen los 
mecanismos correspondientes. 


Entonces, de mantenerse el inciso planteado -que, a priori, digo que es noble- se generarían 
perversiones en un sistema que trata de hacer la evaluación con mayor capacidad profesional -aunque 


siempre se van a cometer errores, porque es una materia muy delicada- y, al final, todo termina siendo 
producto de lo que se plantea en este inciso y no de una evaluación más objetiva. En lo personal, no 
me niego a evaluar diferentes redacciones y alternativas, pero no estoy de acuerdo con la amplitud 
planteada en esta redacción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que aquí estamos considerando una situación particular. El artículo 
estudia y analiza distintas hipótesis y a cada una de ellas le va dando una solución. Aquí nos 
encontramos con una hipótesis en particular: se trata de un niño o una niña sobre el cual una familia ya 
está ejerciendo su tenencia. ¿Qué hacemos frente a esa situación? ¿Le damos alguna posibilidad a 
esa familia de seguir ejerciendo la tenencia o trasladamos la decisión a otro ámbito? Me parece que la 
solución que aquí se propone es muy sensata, es la más beneficiosa para el niño y, además, no abre 
ninguna ventana. Es más, creo que podemos mejorar la redacción, porque hay una parte de la misma - 
ahí es donde, eventualmente, podríamos hablar de una ventana- en que la resolución la puede tomar el 
Juez con vista fiscal y con prescindencia del INAU. Creo que el objetivo es facilitar a ese niño lo mejor; 
entonces, pienso que podría eliminarse la parte de la redacción que dice: “El Juez podrá requerir 
también el mismo informe al equipo técnico del Poder Judicial”. De esta manera, en todos los casos el 
Juez pedirá el informe al INAU, que deberá dárselo en un plazo de 45 días, y a partir de entonces, con 
vista del Ministerio Público, el Juez resuelve. 


Me parece que es de toda lógica que, si hay una familia que ya está ejerciendo la tenencia de 
ese menor en forma absolutamente regular y con los mejores beneficios para el niño -lo cual constatará 
el propio INAU- se abra la instancia -en consulta con el INAU, que indagará las condiciones de la 
familia- de decidir si ese sigue siendo el mejor destino para el niño o si hay que proponer al Juez que 
sería mejor otro destino, resolviendo en consecuencia. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿El Juez podría otorgar la adopción con un informe negativo? 


SEÑOR PRESIDENTE. En principio, va de suyo que no, y en ese caso el Juez va a requerir también 
el dictamen Fiscal. 


SEÑORA PERCOVICH.- Estamos legislando para cambiar una práctica que es tradicional en el 
Uruguay; me refiero a la práctica de saltearse la vía legal, ya sea para ganar tiempo, evaluaciones, o 
para evitar que a una persona muy mayor se le dé un bebe porque está sola o por otras razones, si no 
cumple con las condiciones. En los hechos, la práctica ha sido tratar de lograr la tenencia durante un 
tiempo, pero al cambiar la legislación, por supuesto tiene que haber un período de transición, porque 
hay muchas tenencias que es necesario regularizar con una propuesta de este tipo. Obviamente que 
de un día para otro no se puede mirar para atrás y juzgar todos esos casos; al contrario, hay que 
evaluarlos para permitir la adopción en los casos en que sea correcto. 


Me parece que en determinado momento hay que cortar la práctica de saltearse la vía legal - 
es decir, la vía correspondiente para poder tener el niño- esperar un año, y presentarse ante el Juez 
para comunicárselo, porque si bien en algunos casos no hay problemas, en otros se dan 
consecuencias muy lamentables. Nadie evalúa esta situación y creo que después de que transcurrió 
todo un año, se ponen en juego los derechos de ese niño. Esta situación provoca casos como el que 
sucedió en Las Piedras con un niño, con el que se cometieron todo tipo de irregularidades, porque 
actuó mal el Juez, actuó mal la Policía y el Fiscal, es decir que se dieron una cantidad de 
irregularidades de los propios funcionarios del Estado. Todo esto creó una situación por la que se sacó 
al niño de las manos de su abuela, etcétera, y hace cinco años que se está yendo y viniendo en este 
asunto, lo que vulnera los derechos de ese niño, porque ya se está adaptando a una familia -de la 
forma más irregular posible- pero ahora, como la abuela tiene derechos, sigue el tironeo, lo que es 
terrible para ese niño. 


Si no establecemos en algún momento la forma correcta de hacer la selección de la familia 
de acuerdo a los derechos de ese niño, dejamos una puerta abierta para que se siga con esa práctica 
que en algún momento hay que cortar, porque todos los actores -el Juez, el INAU, la Policía y los 
médicos de los hospitales- saben que está penalizada. Esto no implica que a quienes hayan utilizado 
esa práctica se les vaya a quitar esos niños; de ninguna manera, se deberá establecer un plazo para 


que se regularice dicha situación de la mejor manera posible, de acuerdo a los intereses de ese niño y 
de esa familia. 


Reitero que dejar abierta esa posibilidad sería seguir con las prácticas de sortear las vías 
correctas. 


SEÑOR BRECCIA.- Voy a hacer una reflexión de carácter general. El proyecto que estamos 
considerando hace a temas tan sensibles para todos nosotros, que nos obliga a un cambio de cabeza 
muy importante. 


A mí -créanme mis colegas Senadores- muchas de las disposiciones que están previstas 
aquí me llevaron a un profundo esfuerzo de reflexión, porque me resulta claro -creo que ese concepto 
está, realmente, inspirando todo este proyecto- que se está tratando de proteger los derechos del niño, 
lo que significa proteger la vinculación con su familia biológica. ¿Qué sucede? Muchas veces esto nos 
choca, porque la práctica de las adopciones llevadas a cabo por fuera de los mecanismos legales 
estrictamente previstos ha sido tan común en este país que, en definitiva, todos nosotros tenemos ese 
concepto de que la familia biológica no puede criar al niño y, entonces, es mucho mejor que se hagan 
cargo de él aquellos que realmente necesitan saciar su necesidad de afecto, porque le van a otorgar 
mejores condiciones psicológicas, materiales y afectivas. Sin embargo, ocurre que eso encubre una 
profunda injusticia, en tanto muchas veces uno tiene la impresión, en primera instancia, de que la 
familia biológica no está en condiciones de criar al niño y es preferible que lo haga otra, pero puede 
tratarse de un juicio ligero que lleva a separar al menor de sus lazos familiares naturales, lo cual es 
tremendamente doloroso y conlleva una cantidad de connotaciones psicológicas para el niño y 
también, lógicamente, para la familia que lo entrega. En ese sentido, creo que este proyecto de ley 
apunta muy bien a intentar regular esa situación. 


Luego de esta reflexión de carácter general -que creo que viene al caso- debo decir que 
comprendo cuál es la situación de hecho que el señor Presidente procura atender con esta 
modificación. No obstante, también entiendo que es absolutamente indiscutible que esto genera una 
ventana o puerta para seguir manteniendo un mecanismo espurio de adopciones. A mi juicio, debemos 
preguntarnos si estamos de acuerdo con la mecánica establecida en este artículo -sobre lo cual me 
parece que todos coincidimos- para llegar a la desvinculación familiar de ese niño y, a la vez, analizar 
cómo llegó ese menor a una familia que ya ejerce su tenencia y propone su adopción de hecho, al no 
existir una situación de riesgo. Si la mecánica del artículo es correcta, eso no puede suceder. 
Obviamente, si a la fecha hay alguna situación de esa índole, habrá que atenderla, pero no me parece 
conveniente incluirla en este artículo general porque, en ese caso, bajo el título “Desvinculación 
familiar” quedará la posibilidad de que haya otro tipo de desvinculaciones familiares que no se realicen 
a través del mecanismo estricto que establece el artículo 132. 


Ese es mi parecer, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que el artículo comienza por buscar la forma de mantener al niño 
con su familia de origen y después va ampliando el campo en la medida en que, obviamente, se va 
desmoronando esa posibilidad; entonces, vamos a la familia ampliada, al concepto de terceros, a la 
inserción en hogares de acogida o a la integración a un hogar institucional que ofrezca garantías. Todo 
eso es correcto e, incluso, estamos dispuestos a acompañarlo. En realidad, simplemente establecemos 
una hipótesis que es corriente y que forma parte de la vida real. No se trata de abrir ninguna ventana, 
sino de reconocer que hay niños que, por una razón u otra, están bajo la custodia de una familia que 
no es la de origen. Frente a eso, ¿qué hacemos? ¿Ignoramos la situación y vamos directamente a lo 
que disponen los otros artículos, o la tenemos en cuenta? Nosotros somos partidarios de esto último. 
¿De qué forma la tenemos en cuenta? Informando a la familia, al Juez y al INAU -para que estén todas 
las garantías- y una vez puesta en conocimiento del Juez esa situación, éste debe requerir, 
necesariamente, informe del INAU para determinar si la familia está, o no, en condiciones de tener la 
custodia de ese niño. En caso de que el INAU diga que sí, el Juez queda habilitado, con venia fiscal, 
para otorgarla. En caso contrario, obviamente, el Juez no estará en condiciones de otorgarla y, 
entonces, se buscará cualquiera de los caminos alternativos. 


En definitiva, esa es la situación que estamos proponiendo, que a nuestro juicio tiene su 
lógica y, además, es la más beneficiosa, en ese caso, para el niño. Precisamente por eso planteé la 
posibilidad de eliminar la parte en la que se prescinde de la opinión del INAU y se establece que serán 
los servicios técnicos del Poder Judicial los que actuarán en forma exclusiva. Mantenemos la 
necesidad del informe del INAU en cuanto a las condiciones de la familia, esto es, a qué se dedican los 
padres, si trabajan, si son gente de bien, etcétera. 


SEÑOR BRECCIA.- Las situaciones que al día de hoy están planteadas, si no están contempladas en 
la ley, al entrar ésta en vigencia -la señora Senadora Percovich me dice que sí lo están- creo que 
habría que contemplarlas. Me refiero al hecho de que si a la entrada en vigencia de esta ley se dan 
situaciones de familias de tenencia que no hayan tenido que recorrer preceptivamente los pasos del 
artículo 132 -sin que eso implique que estén en infracción a la ley, porque no está vigente- como dije, 
tendrían que estar contempladas. Sin embargo, lo que planteo es que no establezcamos la situación 
en este artículo que es el que, en forma general, fija el mecanismo de desvinculación familiar, porque 
eso sí podría significar que a partir del mismo se abre una brecha. En todo caso, establezcámoslo en 
otra norma de esta misma ley. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entiendo perfectamente la preocupación del señor Presidente; lo que sucede 
es que, como decía, no hicimos este proyecto de ley sin pensar en que debía haber un plazo de 
transición de, por lo menos, dos años. Como el Presidente decía, la mayoría de las situaciones hoy son 
irregulares y eso hay que contemplarlo. Por ello, al final del comparativo agregamos disposiciones 
transitorias -que figuran en la página 48 de la fotocopia repartida por la Secretaría- que establecen: 
“Por un plazo de dos años desde la vigencia de esta ley, los tribunales podrán hacer lugar a 
adopciones de niños, niñas o adolescentes cuya tenencia por parte de los pretensos adoptantes 
hubiera comenzado -lícitamente- antes de esa fecha, aun cuando no se hubiera dado cumplimiento a lo 
previsto en el art. 132 del CNA, en la redacción dada por esta norma.” Luego dice: “Para dar pleno 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 132 bis,” -es el que estamos proponiendo- “el INAU contará con 
un plazo de gracia de dos años desde su puesta en vigencia, período durante el cual deberán 
adoptarse medidas que permitan hacerla efectiva en forma progresiva”... etcétera, etcétera. Por tanto, 
después de la disposición transitoria vendría la propuesta del señor Presidente, en que se establecería 
una forma de definir claramente cómo es que tiene que actuar el Juez o el INAU en la evaluación de 
esas familias. Sin embargo, si lo fijamos acá, no tendría mucho sentido cambiar el actual texto de la 
ley, que es tan confuso y que da lugar a esa práctica que, diría, es humana que la realice la gente que 
tiene la ansiedad de tener un niño, pero que no es correcta desde el punto de vista de los niños 
entregados en adopción. Entonces, si la propuesta de cómo se define el procedimiento para legalizar 
esa situaciones es en el plazo de transición, estaría perfecto, pero no acá, pues estamos tratando de 
cortar con esas prácticas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por mi parte, creo que esto excede el plazo de transición y me parece que es 
una situación que se va a seguir dando en forma permanente, porque es lo que ha ocurrido hasta hoy; 
el mundo no va a cambiar a partir de la ley. Entonces, entiendo que no tiene sentido circunscribirlo a 
ese plazo de dos años que se establece en las disposiciones transitorias. 


SEÑORA PERCOVICH.- Creo que el señor Presidente está partiendo de una base sobre la cual no nos 
vamos a poner de acuerdo, ya que piensa que se va a seguir actuando en forma irregular. Tal como 
decía el señor Senador Michelini, es importante discutir este artículo -que es el corazón del proyecto- 
por el cual se define que no se desea seguir actuando como se lo ha hecho hasta ahora, precisamente 
en defensa del derecho de los niños. El Juez y el INAU actuarán con responsabilidad en nombre del 
Estado, de acuerdo con dos o tres principios. En primer lugar, hay que procurar que la madre no se 
separe del niño, que si puede quedar en la familia así se haga, con lo que, sin duda, el Estado tendrá 
una responsabilidad de apoyo. En caso de que no sea así, la familia deberá reunir determinadas 
características y responsabilidades de selección, pero en modo alguno se pueden saltear esos pasos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que lo que dice la señora Senadora no es correcto, porque mal se 
puede interpretar que yo pretendo proteger una situación irregular, cuando a través de la ley estoy 
exigiendo un pronunciamiento del Juez, con el asesoramiento preceptivo del INAU. Creo que esto deja 
bien en claro que mi intención es la de brindar todas las garantías. 


Ahora, si lo que se pretende es meter la cabeza debajo de la tierra e ignorar las situaciones 
que efectivamente se dan en los hechos, está bien, pero no se puede desconocer el caso de familias 
que están ejerciendo la custodia de un menor con fines de adopción, y cuando llega el momento de 
resolver dicha adopción se elimina la opción de que esa familia se quede con el niño. Esa es una 
hipótesis que no comparto, porque no se trata de una opción a eliminar; por el contrario, entiendo que 
esa es, precisamente, una de las opciones más válidas a tener en cuenta, sin perjuicio de todas las 
demás. En definitiva, el INAU estudiará todas las situaciones y le dirá al Juez, en algunos casos, que el 
niño se encuentra en el seno de una familia donde es de prever que todo saldrá bien, y en otros se 
argumentará que las condiciones no conforman, que se trata de una tenencia que se ha ejercido 
durante muy pocos días y que la situación es absolutamente irregular, porque se logró en virtud de que 
hubo, por ejemplo, una cantidad de dinero en juego. Pero si se decide eliminar la opción que puede 
tener el Juez, con el asesoramiento preceptivo del INAU, de dejar al niño con la familia que lo está 
custodiando, creo que no estamos procediendo bien. 


Por consiguiente, me parece que esta última opción es necesario mantenerla. 


SEÑOR KORZENIAK.- Quiero decir que en el Uruguay hay distintos tipos de contactos -llamémosle 
así- constituidos por familias que crían niños y que resultan ser variantes muy graves. Hay familias que 
actúan con fines muy piadosos y hacen todo lo que pueden para cumplir con las normas; hay otras que 
no quieren cumplir con ningún trámite y compran un niño que ni siquiera figura como nacido en el 
hospital correspondiente, ya que se inscribe directamente como hijo. En lo personal, conozco este tipo 
de situaciones muy de cerca, aunque no voy a aclarar qué parentesco me une con personas que se 
encuentran en esas condiciones. Asimismo, hay otras situaciones cuyas historias resultan muy 
variadas. Pero se establece un sistema que, también con las variantes derivadas de una ley compleja, 
determina que de aquí para adelante se quiere que una persona que no es biológicamente padre ni 
madre, cuando quiera adoptar un niño, debe cumplir con lo que determina esta ley. 


Por otro lado, se introduce una disposición transitoria -que es la que leyó la señora Senadora 
Percovich- en virtud de la cual se determina que cuando se dé el caso de una tenencia para la cual no 
se hubiera cumplido con estas normas -que es la realidad a la que nos estábamos refiriendo y que no 
siempre responde a causas piadosas- se aplicará efectivamente lo que allí se establece. En caso de 
que esté contemplada esa disposición transitoria, lo que se quiere lograr es que de allí para adelante 
no se continúe más con la práctica de ir a un hospital y quedarse con un niño, que desaparece del 
registro de la institución y posteriormente figura como propio del matrimonio que lo recibió, como 
ocurrió en el caso de esos parientes colaterales a que he aludido. Concretamente, el niño no aparece 
como nacido en el hospital, porque además se lo buscó en otro lugar y no donde correspondía. Con 
esa práctica se debe terminar, porque no podemos seguir pensando que aun con este Código esas 
situaciones irregulares se seguirán produciendo. 


En lo personal diría que esta disposición transitoria es muy sabia, porque contempla la 
posibilidad de que la gente que hasta hoy ha procedido como he explicado, exprese su intención de 
regularizar la situación de acuerdo con las nuevas normas. No creo que esta disposición, tal como está 
concebida -y como manifestó la señora Senadora Percovich- omita tener en cuenta lo que sucede. Es 
más; lo tiene muy presente e, incluso, da dos años de plazo para que se regularicen las diferentes 
situaciones. Ahora bien; si sucediera -como ha pasado, tal como cité anteriormente- que una persona 
se presenta ante el Juez, se investiga acerca de cómo fue que obtuvo el niño y se demuestra que 
falsificó el libro del hospital porque se borró el nacimiento, evidentemente no se le va a entregar el 
menor porque fue muy grave lo que hizo. Pero cuando no es esto lo que sucede, sino que se actúa - 
como ocurre todos los días- con fines piadosos, la persona, por esta disposición transitoria, va a contar 
con cierto período para regularizar. Esto es, por lo menos, lo que interpreté de las intervenciones; se 
procura que una disposición como esta no forme parte de la norma general -que establece qué es lo 
que se anhela de aquí en más para el trámite de adopción- sino que constituya una disposición 
transitoria, validando la realidad de quienes deseen regularizar. Se está validando una realidad, pero 
no en la norma que quiere terminar con todo esto. 


Ahora bien; si no nos ponemos de acuerdo en si queremos o no terminar con esta situación, 
podemos discutir cien años. Este es el punto: si queremos que siga ese sistema, se debe incorporar en 
la norma general, pero de no ser así, tenemos que establecerlo en una disposición transitoria. Por lo 


tanto, me inclino a mantener el artículo tal como está redactado, sin incluir esta parte, desplazándola a 
la disposición transitoria. 


No obstante, considero que la disposición transitoria carece de precisiones, que sí están en 
esta propuesta. De modo que con esto considero que se arribaría a una solución adecuada. 


SEÑOR MICHELINI.- Transitando la misma senda que el señor Senador Korzeniak, estoy tratando de 
razonar en voz alta. 


Supongamos que ya se aprobó la ley, pasaron tres o cuatro años y todos los eventuales 
casos de transición ya no están. ¿Cuál es el mecanismo a implementar? Según lo que figura en el 
artículo 132, los propios padres biológicos o cualquier otra persona que por su formación profesional o 
trabajo saben del abandono de un niño, niña o adolescente, deben comunicarlo al INAU, al Juez y al 
servicio hospitalario. Entonces, teniendo como precepto fundamental que no queremos generar más 
daño al menor, al agregar este inciso cabe plantearse algunas inquietudes. Si se trata de un niño sobre 
el que ya se ejerce una tenencia -recordemos que estoy hablando de un hipotético caso dentro de tres 
o cuatro años- y que la misma se dio bajo los preceptos de esta nueva ley -es decir que hay una 
tenencia legal- tendrían que pasar cosas muy graves para que el Juez y el INAU digan que con esta 
familia “no va más”. Debemos manejar la hipótesis de que se trata de una tenencia ajustada a Derecho 
porque, justamente, se actuó de esta manera porque se pensó que se iba camino a la adopción. Por 
otra parte, si estamos ante una tenencia de hecho, se pueden generar los inconvenientes que citaba el 
señor Senador Korzeniak, pero se abren otras opciones no tan duras como las planteadas. Me refiero a 
esa gente que no pretende “apropiarse” -entre comillas- de un niño y anotarlo como propio, pero que 
pasa por encima de todo el sistema objetivo que queremos instalar. Indudablemente, se van a seguir 
dando situaciones de injusticia, pero pretendemos que sean las menos. O sea que se genera todo un 
sistema de adopción en el que algunos cumplen las reglas y otros, por esta vía, no lo hacen. 


Ahora bien, independientemente de cómo se haga la transición, estoy dispuesto a analizar 
otras redacciones, siempre y cuando ellas -y digo esto con mucho respeto- no sean un llamado a que 
la práctica se siga manteniendo, sino que, por el contrario, indiquen que la práctica se terminó, aunque 
puede ocurrir alguna excepción. De lo que se trata es de doblarle la mano a la realidad de hoy. 


Quiero que en el sistema de adopción de hoy haya psicólogos, para que alguien advierta 
sobre la eventualidad de que una familia no está en condiciones de adoptar a un niño. Digo esto 
porque, si entramos a transitar el camino de la adopción por la vía de los hechos, nadie advertirá que 
una determinada familia no está en condiciones de adoptar. No soy partidario de poner en juego todo el 
mecanismo profesional que hoy tiene el Estado en proteger a esos niños y advertir que existen 
condiciones que desaconsejan la adopción, cuando por la vía de una tenencia de hecho todos esos 
informes no servirán de nada. Es más: podría ocurrir que el INAU hiciera un informe negativo, pero 
después de dos años de tenencia de un niño, ¿qué puede decir el Juez? No estoy hablando de cuando 
se anota a un niño directamente -que pasa a ser como un hijo propio- sino de todas las situaciones de 
tenencia de hecho que se pueden presentar. Supongamos que aparece un niño en la puerta de mi 
casa, lo tengo y lo comunico al juez, quien me otorga la tenencia. Obviamente, no cometí delito alguno. 
Pero todo este procedimiento no fue seguido por un profesional psicólogo, ni por otra persona. 


Entonces, vuelvo a decir que estoy abierto a analizar todas las posibles redacciones que se 
presenten, pero siempre y cuando ellas estén dirigidas a cambiar el rumbo y no a mantenerlo. 


SEÑORA PERCOVICH.- En línea con las modificaciones que se vienen produciendo en todas las 
legislaciones en América Latina y en el área, en este proyecto de ley estamos eliminando la tenencia y 
proponiendo, directamente, dos tipos de adopción: una plena -que ha sido propuesta por los propios 
magistrados- y otra abierta. De esta forma se estaría eliminando la duplicidad de concepción existente 
entre ese ser humano, que es el niño, y la familia adoptante y sus derechos. La única diferencia que 
tiene la adopción abierta es que el niño puede mantener vínculos con su familia de origen, porque así 
es aceptado por sus adoptantes. En el otro caso no ocurre lo mismo, porque se convierte en un hijo 
con todos los derechos, incluso los sucesorios, de los que no gozan los hijos adoptados. 


Creo que esta es una cuestión de concepción, que tiene que ver con todo el resto del 
proyecto de ley, y sobre la que no hay acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, creo que lo que aquí se está proponiendo es de toda lógica, 
pero debe ser analizado desde el otro punto de vista. 


Supongamos que una familia se presenta ante el Juez a manifestar que tiene la tenencia de 
un niño. El Juez, de no aprobarse esta norma, lo que debería hacer sería entregárselo al INAU para 
que decida. De acuerdo con ello, quedaría descartada de pleno la posibilidad de que esa familia logre 
la tenencia del niño. Esto es algo que no me parece correcto. 


Por otro lado -y antes de finalizar la sesión, porque ya está sonando el timbre de 
convocatoria al Plenario- quiero decir que no tengo dudas de que la señora Senadora Percovich obró 
de buena fe, pero creo que no corresponde que a los artículos que nosotros presentamos se les haya 
puesto comentarios al costado. 


SEÑORA PERCOVICH.- Era lo que yo tenía. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Claro, pero atribuye intenciones porque, por ejemplo, se dice: “El inciso 
propuesto por Gallinal legitima las denominadas “guardas puestas”, de esta forma se vuelve a permitir 
“subsanar” las tenencias irregulares”. 


SEÑORA PERCOVICH.- No es un comentario peyorativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está bien, pero ninguno de nosotros hace su trabajo y lo reparte en Comisión 
cuestionando los dichos de los demás. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


